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Generalidad con lCONA. tantas veces citado, ni a las compe­
tencias que el articulo 149.1.23 de la Constitución atribuye al
Estado en relación con la legislación M.siea sobre Montes en
lo que se refiere al Catálogo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constituciohal.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha deCidido:

Primero.-Declarar que la titularidad de la competencia so­
. brs el Catl\logo General de Montes de Utilidad Pública dentro
de su territ.orio corresponde a la Generalidad de Catalufia. SIn

22272 Pleno. Recurso de inconstitucionalidad número 001/
198...2. Sentencia número 72/1983, de 29 de julio.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Ma­
nuel Garcfa-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Jerónimo Aro­
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de
Verasco ValleJo, .don Francisco Rubio Llorente, dada Gloria
Begué Cantón. don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomlt.s y
Valiente, don Rafa"el' Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escu­
dero deJ Corral. don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera
Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad número 201/1982, promo­
. vido por el Abogado del Estado, .en la representación que os­
tenta del Presidente del Gobierno. contra la Ley del Pais Va.s~

co número V1982, de 11 de febrero, sobre cooperativas, en sus
artícuJos 3.·8, apartado 1. y disposición final primera. En el
recurso han comparecido el Gobierno y el Parlamento Vasco,
representados. respectivamente, por Jos Abogados don Rafael
Jiménez Asensio y don Carlos ZamaUoa y Astigarraga. y ha
sido ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant.
quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

1. En 9 de Junio de 1980, el Abogado del Estado promueve
recurso de inconstituCionalidad contra la Ley del País Vasco
V1982, en sus articulas 3 (aunque por error fi~a el 6, como
luego se aclara), 8, apartado primero, y disposición fina! pri­

. mera, invocando el articulo 161.2 de Ja Constitución a efectos
de suspensión, oon la súplica de que se declare la inconsti~

tucionalidad y consiguiente nulidad de tales preceptos. La im·
pugnación se fundamenta en las alegaciones siguientes.:

a) El Abogado del Estado efectúa, en prilp,er lugar,· un plan­
teamiento genera! a partir deJ articulo 10.23 del Estatuto del
País Vasco, que atribuye a la Comunidad la competencia en
materia de cooperativas cconforme a la .legislación general de
carácter mercanti1~, en el sentido de afirmar que el derecho
mercantil no es algo diferoente del derecho cooperativo. por­
que de otro modo la referencia estatutaria constttuirfa una de­
claración dél todo innecesaria, por lo que ha de interpretarse
tal referencia como un recordatorio de que la competencia en
relación a 1& legislaCión merca.p.tn está atribuida· exclusiva­
mente al Estado por el articulo 149.1.6 de la Constitución.
A su Juicio, la conform1dad con el derecho mercantil sólo pue­
de cobrar sentido si se entiende que la legislación de coope­
rativas tiene carácter mercantil o cuando menos que esta afir~
mación vale en cuanto se reglamenta el Estatuto general de
las cooperativas, su régimen de constitución y las relaciones co­
merdales de las mismas.

b) Respecto a los preceptos impugnados considera conJun­
tamente, en primer lugar, cel articulo 3 y la disposición final
primera_, y entiende Que por el JUf.lgo. de ambos preceptos la
Ley impugnada puede asumir una eficacia extraterritorial abso­
lutamente inadecuada, a su Juicio. La disposición final -con·
tinúa el Abogado del Estado- sitúa como punto de conexión
el domicilio con Independencia del ámbito temtorial de ac­
tuación, con 10 que cabe, a· su entender. que cooperativas do­
mIciliadas en el Pais Vasco pero que eJerzan integramente suS'
actividades fuera del miSID3 se sujeten a la Ley impugnada,
con exclusión de cualquier otra. El problema se agrava por la
redacció~ dada al punto de conexión elegido. el domicilio, que
atlencif9 indiferenciadamente, o más bien opcionalmente, al lu­
gar donde se real1cen las actividades o donde se centralice la
gestión administrativa y la dirección empresarial, fórmula con
1110 que cabe la posibilidad de que las cooperativas cuya acti­
vidad Be realice exclusivamente fuera del Pa1s Vasco se lIU­
jeten a 1& Ley Impugnada por la simple circunstancia de oen~
tral1zarse en eUa la dll"!tcdón empresarial.

Ante este esquema -prosigue el Abogado del Estado-- se
observa una clara lDvasi6n de competencIas e.J:clusivas del Es­
-tado, concretadas en el artfculo 149.1.8, que atribuye & aquél

perjuicio de lo expuesto en el fundamento jurídico número 5 do
111 presente sentencia.

Segund<>.-Comunicar esta sentencia al Gobierno de 1& Na­
ción, a la Generalidad de Catalu:i1a y- a la Audiencia Territorial
de Barcelona. Sala de lo Contencioso-Administrativo, a. los efec­
tos del articulo 81.2 y 3 de la torCo

Pub~iquese en el .Boletín Oficial del Estado.. ,

Madrid. 29 de julio de 1983.-Manuel Garcla-Pelayo y Alon­
sa.-JerÓnimo ArozamenaSierra.-Angel Latorre Segura.-Ma­
nuel Diez de Velasco VaJleJo.-Francisca Rubio Llorente.-Glorta
Begué Cantón.-Luis Diez Picazo.-Francisco TomAs y Vallente.­
Rafael GÓmez·Ferrer Morant.-Angel Escudero del Corral.-An·
tonio Truyol Serra.-Francísco Pera Verdaguer.-Firmados y ru·
bricados.

competencia exclusiva en relación a las normas para resolver
conflictos de leyes, El punto de Gonexión se encuentra estable­
cido en el artículo 20.6 del Estatuto, viniendo el precepto im·
pugnado ~e inferior rango--:- a IntroduCir abierta y ostensi­
blemente el principio contrarlo. Las competencias autonómicas
-concluye-- tienen una proyección limitada a su propio terri­
torio, pues sólo de esta forma es posible coordin8'r las poten­
ciales competencias de una pluralidad de Comunidades A-u~

tónomas.
Además de lo anterior, estima qUe- el articulo 3 de la Ley

impugnada vulnera la legislación mercantil al estatuir una
regla opcional /Jobre el domicUiQ. frente a lo establecido en el
articulos 5 de la vigente Ley de Cooperativas. que estabL03ce que
la cooperativa tendrá su domicilio dentro del territorio nacio~
nal en el lugar donde realice preferentemente su actividad.

cl En cuanto al articulo 8, también impugnado, permite
que la cooperativa quede constituida y. tenga personalidad
juridica desde el momento de la inscripción deJ acta de su conS­
titución en el Registrd Admh;listrativo de Cooperativas; pres­
ciendo por tanto con carácter generel de la escrituractón no­
tarial y de la inscripción en el Registro Mercantil, tal y como
establece el articulo' 41 de la Ley de 19 de diciembre de 1974,
de Cooperativas.

Este precepto oJvida el principio mercanUl de la inscripción
de todos los que realicen operaciones comerciales. sean comer­
ciantes o no comersiantes (como observa el preámbulo de la
Ley de 1974) en el Registro MercanUl, y especialmente de to­
das las Sociedades que ejerzan actividades comerciaJes, teng8'll
o no fin de lucro. Siempre a JuiCio del Abogado del Estado,
resultando competente el Estado para determinar el ámbito de
la inscripción en el Registro Mercantil, y estando igualmente
establecido el principio de escrltura.ción· pública como medio
normal de acceso e los libros del Registro (articulo 23 del Có­
digo de Comercio). se comprende la inconstitucionalidad del
precepto' qUe establece una muy dispar forma de constitución
de las Sociedades Cooperativas en perjuicio del principio de pu~

blicidad material que rige Ja institución del Registro MercantiJ
para toda cine de Sociedades. y. refiere la mencionada Ley de
1974 (en un precepto ,tipicamente mercantiJl para las Socie­
dades Cooperativas. EJ precepto en cuestión -concluye-- le­
siona, pues, de forma directa la norma de competencia esta­
blecida en el articulo 149.1.6 de la Constitución. artributiva al
Estado de una norma de competencia exclusiva en materia de
legislación mercantil.

2. Por providencia de 18 de junio de 1982, la Sección ac"Or~
dó admitir a trámite el recurso: dar traslado del mIsmo aJ Con­
greso de los Diputados y a! Senado, así como al Parlamento
y GobIerno de 1& Comunidad Autónoma Vasca, a fin de que

~ puedan personarse y formular alegaciones~ comunicar Ja sus­
pensión de la vigencia y aplicación de los preceptos impugna~

dos Y. por último. publicar en el ..Boletin Oficial del Estado~

'1 en el del País Vasco la formalización del recurso de incons­
Utucionalidad y Ja suspensión acordada. •

3. Una vez subsanado el error material padecido en el 86­
crito iniciaJ, puesto de manifiesto por la representación del
Gobierno Vasco, al hacer constar C<lmo impugnado el Il'I"ticu­
lo 6 en vez del 3, a cuyo contenido se referia el escrito. las
representaciones del Gobierno y del ParJamento Vasco formu·
laron las alpgacioMs de que se trata a continuación. '

4. En 12 de Julio de 1982. la representfl'Ción del Parlamento
Vasco presenta escrito de alegaciones por el que se opone
a la estimación de! recurso:

a) En primer lugar, sostiene el carácter autonóniico del
derecho cooperativo, sin Que ello signifique concebirlo como
un compartimiento estanco, pues existen zonas tangenciales,
fronterizas '1 hasta comunes del derecho mercantil y cooperativo.
Para Justificar esta aflnnaci6n, hace notar que como la Cons­
titución reserva al Estado la competencia exclusiva en cuanto
a la leglsladón mercantil. quien considere que la legislación
cooperativa es mercanUl tendrfa que concluir Que los distintos
Estatutos, entre ellos el Vasco. que asignen competencias ex·
clusivas a las Comun!dade. Autónomas en materia de coope­
rativas son anticonstitucionales. Por otra parte. la calificación
mercantil se detennina cOpe Jegta- por declaración formal de
la Ley (como sucede con 1& de Sociedades Anónimas o la de
Responsabilidad lJ.m1tada), y. liD embargo, no ocurre tal en
las cooperativas en las que 1& regla general es la contrarIa, de
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. acuerdo con el articulo 124 del Código de Comercio. En cuanto
a la prescrtpción .de conformidad con la legislación mercantil­
que establece el articulo 10.23 del Estatuto Vasco, IOn múlti-.
pIes 108 preceptos de -la Ley impugnada que acreditan el cum­
plimiento de esta exigencia como los I!lrt.lculos 45 y 46 en ma­
teria. de contabilidad, 'f el articulo 50, f). en cuanto establece
la quiebra como causa de disolución de la cooperativa, Para
justificar este punto, 8eftala que, cuando la Constitución atri­
buye competencia exclusiva a la ComunIdad. Autónoma en al­
guna materia, la Ley territorial autonómica prevalecerá sobre
1& estata'l que pudiere incidir sobre la misma. materia. ya que
en el ámbito y extensión de competencia exclusiva importa la
posibilidad de regular legislatívamente la materia de que se
trate. sin necesidad de previa Ley de bases del Estado.

bl En cuanto a la impugnación de la disposición final pri­
mera y del articulo 3 o de la L9y 111982, Y a su posible efica­
cia extraterritorial, la representación del Parlamento Vasco se
opone a la. tesis del ..)bogado del Estado. La disposición final
ha de entenderse a la luz del arUculo 3, que regula el domi­
cilio tomando como punto de conexión el lugar donde realice
preferentemente sus actividades con sus socios o centraliCe su
gestión administrativa, criterio coherente con el establecido por
la Ley de Socieda'des Anónimas en esta materia.. La alteración
de la regulación que, en materia de domicilio. establece la Ley
General de Cooperativas no tiene transcendencia, dada la com­
petencia de la Comunidad en esta materia'. La' leey vasca es
más concreta al establecer que el domicilio tendrá que estar
-dentro de la Comunidad Autónoma. del País Vasco... Natural­
mente, muchas relaciones 1uridicas que nazcan. en cooperativas
del ámbito territorial del País Vasco podrán tener efeatos fuera
de la Comunidad, pero ello de ninguna manera debe dismiriuir
la medida y extensión de la potestad legislativa del Parlamen­
to Vasco, afirmación que apoya en la doctrina contenida en
la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de noviembre de
1981. En conclusión, la interpretación qUe hace el Abogado del
Estado respecto a la disposición final impugnada carece, a su
juicio, de todo fundamento. Por ultimo, entiende que es inacep­
table la afirmB"Ción de que la Ley vulnera la propia legislación
mercantil, tanto porque sostiene que la legislación de coopera~

Uvas no es mercantil como, en conexión con lo anterior. por
ser la competencia en ,materia de cooperativas exclusiva de la
Comunidad, y, en fin, porque la pretensión de imponer de ma<­
nera. imperativa los criterios de la legislación estatal no es
congruente con lo dispuesto en la disposición transitoria sépti­
ma del Estatuto Vasco.

cl Respecto a la impugnación del articulo 8, estima que se
debe a. la pretensión de integrar ..per modum unius.. el Dere­
cho cooperativo en el Derecho mercantil. Por otra parte, la
novedad introducida en el orden a la no inscripción en el Re­
gistro Mercantil tampoco se distancia de la Ley General de Coo­
perativas, en la qUe el Registro Mercantil no opera como cons­
titutiva, _sino potenciando la posibilidad formal del Registro
General de Cooperativas. En cuanto a la eliminación de la es­
critura nota,rial. ésta es una manifestación más 'de la forma de
constitución de las Sociedades Cooperativas. por lo que, al ser
tal constitución competencia exclusiva de la Comunidad dentro
de su ámbito territorial. sólo cabe decir que el legislador ".&'Seo
ha hecho uso de sus propias atrIbuciones. Y teniendo en cuen­
ta los principios de publicidad formal y material, legalidad y
legitimación por los que se- rige el Registro de Cooperativas. las
garantías del tráfico jurídico estAn ampliamente garantizadas.

5. En 12 de julio de 1982, la representación del Gobierno
Vasco formula escrito de alegaciones por el que suplica se
dicte sentencia declarando la plena constitucionalidad de los
preceptos legales recurridos, desestimando íntegramente el re­
curso interpuesto. Las alegaciones son, en sintesis, las si-
guientes: ~.

a) En primer lugar, el escrito trata del alcance del apar­
tado ~ del articulo 10 del Estatuto que atnbuYe competencia
exclUSiva a la Comunidad, en los términos que indica. Entien­
de que una materia es exclusiva cuando sobre la misma un Ente
territorial ostenta todas 1&& facultades, legislativas o ejecuti­
vas. mientras una competencia ...--que remite siempre a la "C8­
lidad- de una facultad- es siempre exclusiva. De cualquier ma­
nera. concluye, el criterio de literalidad- <articulo 3.1 Código
C1.vill debe preSIdir la interpretacion, máxime dado el pnnct.
pio de rigidez del articulo 149.3 de la Co~titución. Por ello,
concluye diCIendo que la materia de cooperativas es exclusiva

En cuanto al inciso final del articulo 10.23 del Est'atuto .de
confonnidad con la legislación mercantil.. , afirma el carácter
autónomo del derecho cooperativo, tanto por no encontrar en

. l~s cuerpos legales reguladores ~e las cooperativas una afírma·
CIón favorecedora de su mercantilidad, como porque. de otra
forma, .carecería de virtualidad el mencionado articulo 10.23,
y, en fin, porque los anteoedentes históricos permiten deducir
'este carácter a'Utonomo, además de que la creación de coope~

rativas no está. incluida en la legislación general mercantiL
De cualquier modo, las cooperativas deben cumplir la esencia
de las formalidades societarias mercantiles, tienen ..intentio mer­
catorum" y realizan (o pueden reaitzar) actos jurídicos con ter­
ceros, aunque ello comporte consecuencias Juridicas como la
pérdida de los beneficios fiscales· que otorga el Estatuto Fiscal
de' 9 de mayo de 1969, cuyo articulo 9 establece como causa de
pérdida de los mismos para las de consumo y crédito ..las
operaciones re8'liZadas con no socios... Por tanto, es consecuen­
te establecer como limite de la competencia ..la legislación

general .n materia mercantil., que debe interpretarse en el sen­
tido de que a través ele la regulación normativa de las coope­
rativas no se podrá, en nin~D. caso, modificar la legislación
general e~ materia mercantil. En couc1uslón, estima que no
cabe reconducir al campo de la concurrencia el ejercicio de
una competencia calificada como exclusiva en el Estatuto; a su
juicio, no existecolislón de ordenmniento sobre las facultades
conferidas, sino todo lo más un recorte obvio a la expansión
puntual de su regulación hacla limites difusOJ del ordenamien­
to: 1& legislación mercantil.

b) La representación del Gobierno Vasco se refiere segui­
damentB al articulo 3 y disposición final primera, impugnados,
y a la pretendida eficacia extraterritorial de la Ley. En relación
con ~te punto, pone de manifie$to los siguientes extremos:

- Res:ul~ incomprensible que se aluda a la posible eficacia
extraterntorlal de la Ley por el hecho de otorgar al domicilio
social el carácter de criterio delimitador de la eficacia o apli­
c~bilid8'd de la Ley. El. domicilio confiere la nacionalidad y
Simultáneamente determlDa la Ley aplicable.

- .En el escritp .de impu.gnación se confunde, a su juicio, el
criteno d~ domic~ho .soclal de una cooperativa con el hecho
de que eXIsta algun tipo de cooperativas que pueden negociar
con tet:ceros, los cuales pueden no residir en el ámbito de la
ComunIdad Autónoma del Pa1s Vasco, o con el hecho mismo
de que a;lgún tipo de Sociedades Cooperativas puedan, por eJem­
plo, abrtr sucursales o cualquier tipo de establecimientos a fin
de facilitar las transacciones fuera del domicilio social. Y pa­
reCe confundirse también el domicilio social -que es una lo­
calidad o .municipio- con Comunidad Autónoma, como si toda
la Comumdad Autónoma fuera el domicilio y de su arguroen­
tació~ pudiera deduCirse, ademé.s, que una cooperativa que se
relacIona con terceros sólo está sometida al} régimen de la Ley
Vasca si estos tereeros residen, a su vez, en el ámbito del Pais
Vasco. Con lo cual, al exigir al tercero la condición de vasco,
Se habria establecido 'un límite a la libertad de circulación de
bienes (articulo 139 de 18' Constitución) y una desigualdad.

.Tanto la Sociedad mercantil como la cooperativa actúan en el
mercado y, a estos efectos, es en absoluto indiferente el domi-_
cilioj ~gualmente, el que una cooperativa pueda abrir oficinas
o establecimientos debe entenderse, en el marco de una eco~

nomfa de mercado, como una consecuencia de las necesidades
de organización que tiene cualquier Sociedad que produce para
vender, sin que se produzca con ello extraterritorialidad alguna

No cabe, en consecuencia, habla!' de efectos extraterrito­
riales, porque en el ámbito de la unidad de mercado no hay
efectos extraterritoriales. Por decirlo de otra forma, de acuer­
do con el articulo 28 del Código Civil, las coóperativas domici­
hadas en el ámbito del País Vasco tienen nacionalidad espa­
ñola. Por ello mismo carece de sentido hablar de ..normas para
resolver conflictos' de Leycs- <por más que entendemos que con
el contexto en que inscribe esta norma. -artículo 149.1.8 de la
Constitución- no es aplicable al caso). o del límite competen­
cial del artículo 20.6 del Estatuto de Autonomía del País Vasco.
Basta leer la' Ley de Cooperativas para ver con claridad que:
a) en nada se regulan cooperativas de fuera del Pais Vasco;
bl en nada se regula la actuación de cooperativas fuera del
País Vasco en.la Ley; c) que las relaciones, por ejemplo mer·
cantiles, que puedan establecer con terceros se regirán por el
derecho apliCable en cada caso: la legislaci6nde cooperativas
no regula contratos de ningún tipo. .

cl El?- especial, en· cuanto al domicilio, la representación
del Gobierno Vasco afirma que la modificación del articulo 5
de la Ley' General de Coopera.tivas carece de relevancia, dado
que se trata de un tema de competencia exclusiva de taCo­
munidad Autónoma, que si bien el criterio fijado es opcional,
sólo caben dos opciones, por lo que no se produce la libertad
de fijación, y que es más preciso el del· artículo 3 de la Ley
impugnada porque deja en claro que ..su actiVidad.. es la que
realiza con sus socios. es decir, la genuinamente cooperatIva,
mientras el indicado aTtfculo 5 no deja claro si se refiere a
dicha actividad. o al lugar donde realiza su actividad funda,
mental con terceros. Aparte de que la opción se establece por
una razón muy élara, py.es pueden existir cooperativ8'S que
operan en distintas localidades. En cualquier caso y en cual
quiera de las opciones, concluye la representación del Gobier­
no Vasco, no se produce ninguna indeterminación de domicilio

d) En cuanto al a'I'tículo 8, y en relación a la necesidad o
no de escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil.
sostiene que de la normativa reguladora del Registro Mercantil.
que es competencia del Estado, no deriva la necesidad de ins­
cribir las cooperativas en el mismo, sino del propio derecho
cooperativo como sector del Ordenamiento Juridico distinto del
Derecho Mercemtil en sentido estrIcto, a cuyo efecto cita los
artículos 47 y 72 del Reglamento de Cooperativas de 16 de no­
viembre de 1978. En consecuencia, no siendo normas mercan­
tiles las configuradoras de la necesidad de acceso al Registro
Mercantil, es perfectamente legitima la articulación que la Ley
impugnada efectúa del -prooaso de constitución de Entidades
cooperativas. Por otra parte, el valor de la toma de razón en
el Registro Mercanttl no es de carácter constitutivo, y debe,
además, señalarse que carece de libro dedicado a Sociedades
Cooperativas, ya que no existe mAs que un legajo para la toma
de raz6n. Por ñltimo, sl lo que Be pretende es garantizar la
seguridad del tráfico, debe tenerse en cuenta que el Regtstro
Especial de Cooperativas es' también un Registro de carácter
públIco, que se organIza ajustándose en su eficacia 8' los prin-
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clpios de publicidad formal y material, legalidad y legitima­
ción debiendo tenerse en cuenta lo dispuesto en el art1cu·
lo 82. 2, d, 3l del Reglamento de Cooperativas de 1978"~ en orden
al carácter públlco del Registro Geneml de Cooper,.ativas. a la
presunción de Que su contenido es conocido de todos, y a que
no podria invocarse su ignorancia.

En cuanto al trá.mite de escrituración notarial sostiene que
en la práctica resultaba poco operativo, pues la función caU­
ficadora del Notario se reducia a transcribif textos ya califi­
cados por la autoridad. laboral. Es cierto que el ar~1cul0. 23
del Código de Comercio establece el principio de escrlturaclón
pública como medió normal de acceso a los libros del Registro
Mercantil. pero hemos de tener en cuenta que aquí se trata del
acceso a un Registro administrll'tivo y, en todo caso, que la
competencia que atribuye el articulo 10.23 del Estatuto de Au~
tonomla para el Pals Vasco a la Comunidad Autónpma en ma­
teria de cóoperativas posibilita la creación de un sIstema, cons­
titutivo nuevo. A mayor abundamiento, para acreditar.el ca­
rácter poco operativo de la legislación anterior, se refIere al
proyecto de Ley presentado en el Congreso de los Diputados
sobre Sociedades CooperativM, en el que se evita ta~to la ne­
cesidad de escritura pública como la de acceso al RegIstro Mer­
cantil.

6. Por auto de 4 de noviembre de 1982, el Pleno del Tri­
bunal acordó mantener la suspensión de la vigencia y aplica­
ciór de los preceptos impugnados. Y por auto de 23 de diciembre
de 1982 el Pleno decidió, previa la COJTl9spondiente tramitación.
no acceder a la suspensión solicitada por el Abogado del Estado
en 23 de de octubre de 1P.R2. del articulo 12 del Decreto 161/1982.
de 26 de Julio (..Boletfn Oficial del País Vascoa de 30 de agosto),
que ·regula el Registro de Cooperativas de Euskadi.

7. Por providencia de 21 de julio de 1983 se señaló el dla
~8 de- julio pErra la votación y falJo.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El recurso de inconstitucionalidad promovido por el Abo~

gado del Estado contra la Ley 111982, sobre Cooperativas del
Parlamento Vasco, se circunscribe a la determinación de su

. Ambito territorial -disposición final primere..-, al domicilio
-articulo 3-, y a las fOTnurlidades de la constitución de la coo-
perativa. en concreto a la necesidad o no de escritura pública
y toma de razón en el Registro Mercantil (articulo 8). Y tanto
en este escrito por el que S8 promueve el recurso como en los
escritos de alegaciones presentados por la representación del
Parlamento y del Gobierno Vasco, se plantea como punto de
partida el tema del caré.cter mercantil o autónomo del derecho
cooperativo. en cuanto esta. calificación tiene transcendencia
para determinar" el ámbIto de la competencia asumida por la
Comunidad Autónoma del País Vasco en su Estatuto. que es.
en definitiva, el punto centra! que debemos examinar.

En efecto, de acuerdo con el articulo 28 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC) , para apreciar la confor­
midad o disconformidad con la Constitución de una Ley, el
Tribunal considerará .ademé.s de los preceptos constitucionales,
las Leyes que, dentro del marco constitucional, se .hubieren
dictado para delimitar las competencias deL Estado y las _dife­
rentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el
ejercicio de las competencias de éstasa. Por lo que la aplicación
de este precepto 8'1 supuesto planteado nos lleva a considerar.
además de la Constitución, el Estatuto de Autonomía, que es
la nonoa que -dentro del marco constitucional- se ha dic­
tado para delimitar las competencias del Estado y de la Comu­
nidad Autónoma del Paift Vasco.

En concreto, lB' ConlUtución no reserva de modo directo
y expresa competencia alguna al Estado en materia de coope­
rativas, y. en consecuencia, de acuerdo con el artículo 149.3
de la propia Norma, la Comunidad tiene las competencias Q,ue
haya !!Sumido en su Estatuto, cOrTespondiendo al Estado las
no asumidas.

2. Para determinar las competencias que corresponden al
Pals Vasco en materia de cooper8'tivas. de acuerdo con su Es­
tatuto. resulta, pues, necesario efectuar un examen de su con­
tenido, comenzando por el artículo 10.23, específicamente re~
ferldo a las cooperativas, que dice ~í: ~

.La Comunidad AuWnoma del Patfs Vasco· tiene
competencia exclusiva en laa siguientes materias:
23. Cooperativas ... conforme a la legislación gene­
ral en materia mercantil._

Para Interpretar este precepto y delimitar el 8'lcance de
la competencia asumida. hay que referirse a su ámbito fun­
elonal y territorial. Es decir, dado que ésta es una cuestión
debatida por las partes con el carácter de previa, hll'Y que
determinar si la competencia asumida comprende la función
legislativa, pues sólo en esf;l, caso la Comunidad puede haber
dictado una Ley sobre cooperativas~ y, para el caso de que
la respuesta 89a afirmativa, habré. que precisar si la competen­
cia comprende exclusivamente las relaciones de carácter coa·
perativo que se produzcan en el ámbito territorial del País
Vasco o no, porque la solución que se dé a esta interrogante
nos permitirá valorar la constitucionalidad de la disposición
final primera de la Ley. .

3. Las partes centran el debate de la competencia legis­
lativa del País Vasco en la consideración del denominado de­
recho cooperativo como una Parte o no del derecho mercantil.
La trascendencia que otorgan a esta configuración se explica

fácilmente porque la Constitución establece que el Estado
tiene competencia exclusiva en materia de legislación mercan­
til (artículo 149.1.8) y el Estado atribuye competencia exclusiva
al PaJs Vasco en materia de coQperativ88 .contonoe a la legis­
lactón general en materia mercantil- (articulo 10.23), por lo
que si la regula'Ción sobre cooperativas hubiera de calift.carse
de mercantil --como sostiene el Abogado del Estado- la con­
clusión a que habríamos de llegar seria la de que la competen­
cia legislativa en materia de c;ooperaUvas na corresponde a
la Comunidad Autónoma.

Pues bien. la competencia exclusiva de la Comunidad en ma­
teria de cooperativas. en los términos antes expuestos, se en~

cuentra establecida en el articulo 10 del Estatuto. que, por
contraposición a lo dispuesto en los artículos 11 y 12, com­
prende normalmente competencias legislflílvas y de ejecución,
ya que el 11 se refiere al,.desarrollo legislativo y a la ejecu­
ción, y el 12, sólo a la ejecuclón. Sin pretender ahora sentar
afirmaciones de carácter ,q"eneral. dado que sólo el análisis de
cada CB'SQ concreto nos permitirá llegara la conclusión ade­
cuada. SI podemos afirmar qUtl en principio no es admisible
una interpretación qUe conduzca a vaciar. de contenido la com­
petencia legislativa de la Comunidad en materia de cooperati­
vas, que hay que entender le viene atribuida por el ar­
ticulo 1023 del Estatuto En '!fecto. si la regulación de las
cooperativas hubiera de calificarse de mercantil y si. por ello.
hubiera de sostenerse la -conclusión de que la Comunidad no
tiene. com'Qetencia legislativa en la materia. habria de afir·
marSe simultáneamente que la inclusión de la competencia en
el articulo 10 del Estatuto no era correcta, ya que corresponde
a las incluidas en el 11 Ó 12 Por ello. ha de afirmarse que
el mencionada articulo. 1023 atribuye a la Comunidad Autó­
noma compet.encia para regular por Ley las cooperativas, con
el alcance territorial que luego se veré.. Conclusión a la que
conduce la interpretación sistemática de los prec~pto~ de la
Constitución y del Estatuto. situado en el marco constitucio­
nal. y que prescinde dp-· cualquier posIción doctrinal acarea de
si las NlOPI'3TR.tivas._ h'ln rte r.alifir.ane o no como Sodedades
mercantiles. ya que la interpretación ha de situarse en el con­
texto del ordenamiento vigente. Por otra parte; la competen­
cia legislativa de la Comunidad en maten&' de cooDP.ratiVas ha
de ejercerse. de acuerdo con el articulo 1023 -del Estatuto,
.conforme a la legisladón ~neral de carácter merranUla, ex­
presión que ha de interpretarse en .el sentido rte Clue habrá

"de respetar tal le~islaC"ión en cuanto sea aplicablp a las coo­
perativas. como sucede en aquellos aspectos en au~ la legisla­
ción general de cooperativas remite a la legislación mp.rcantil
o también cuando contiene preceptos merr,antiles, como acon·
tece en fll~n caso. sellún veremos más adelante.

4. Una vez resuelto de modo aflnoativo el primer pro~

blema planteado. es decir. el de- la competenria leqfslativa de
la Comunidad en materia de cooperativas. es necesario deter­
minar el ámbito territorial de la competencia' asumida. Es de~
cir. si la competencia .se "lxtiende de modo exclusivo o no a
las relaciones 1urtdicas de caré.cter coonerativo que se pro­
duzcan en el ámbito ... territorial del País Vasco.

Para resolver esta cuestión es n'!C9sario oarUr del a'Ttícu·
10 206 del pn]pio Estetut-o. el cual establece que:

..Salvo disposición expresa en. contrario. todas las
competencias mencionadas en loa artfcu los "anteriores
y otro..~ d~1 presente EStfltutO 5e entienden referidas
al ámbito territoriaol del País Vasco.a

• De acuerdo con. este precepto las competencias asumidas
por la Comunidad Autónoma han de entenderse referidas al
ámbito territorial del Pais Vasco, «sabo disposición expresa­
en contrariOa. Esta disposición expresa, que vendría a deter·
minar de otra forma el án\bito teITitorial de la competencia
asumida. en algún supuesto determinado ha de estar. conte­
nida' en el bloque de la constitucionalidad. de acuerdo con el
artículo 28 de la LOTe. es decir, .con caré.cter general, en la
Constitución, el Estatuto o en las Leyes determlnadoras de las
competencias, en el :marco de la Constitución.

Pues bien, si aplicamos estas ideas al supuesto planteado,
debemos afirmar que, dado que en este caso no existe dispo­
sición expresa en contrario. las competencias asumidas en ma­
teria de cooperativas han de entenderse referidas al ltmbito
territorial del Pais Vasco, es decir, que las relacirmes de ca­
rácter cooperativo a que puede afectar la competencia de la
Comunidad san úilica y exclusivamente las que tengan lugar
en el ámbito territorial del País Vasco. Conclusión inicial que
se confinna sI se observa que el Estatuto sí ha previsto en
determinados supuestos 'de fonoa expresa, y en relación a de­
terminadas personas jurídicas, que las competencias asumidas
10 son en relación· a las que desarrollen .principalmentea sus
funciones en el País Vasco, coma sucede en el articulo 10.13
del mismo, que atribuye competencia exclusiva al País Vasco
en materia de .Fundaciones y Asociaciones de caré.cter docen­
te, cultural, artístico, benéfico, asistencia! y similares. en tanto
desarrollen principalmente sus funciones en el País Vascoa.
Es· decir, qUe cuando la competencia se ha asumido en forma
distinta a la prevista en el artículo 20.6, el .propio Estatuto lo
ha hecho constar de forma expresa, por lo que, como es cl8!'O.
en ausencia de tal disposición expresa hay que entender que
la· competencia asumida en materia de cooperativas lo ha sido
en cuanto a las entidades de este carácter que desarrollen su
actividad cooperativa exclusivamente en el 'ámbito territorial
del Pais Vasco.
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Por lo damAs, 1& dift}t'eDc1& que .. observa eutre 101 núme­
ros 13 y 23 del articulo 10 del Estatuto- Vasco responde a 1&
peculiaridad que presenta la cooperativa, dado que, a diferen~

cia de las fundacioMs y asociaciones a que se refiere el primero,
la••funciones_ típicas de las cooperativas le reflejan en las
relaciones de laa cooperativas con 8US SOCiOl, 8S decir, Ion
relaciones sodetariO'l internas. con carácter' general. que Ion
las que han de desarrollarse en el é.mbito terrltorial del Pa.ís
Vasco; asi como las que en virtud de la legislación aplicable
hayan de asimilarse a 811&:5, como sucede en el caso previsto
en el articulo 57.2 de la Ley impugnada. relativo al supuesto
en que las cooperativas de consumo podt1an suministrar a los
no socios.

Ahora bien, para acabar de precisar esta cuestión debemos
señalar que, además. la cooperativa· como persona jurJdica ha

_de establecer relaciones jurídicas externas con terceros, que
no pueden encuadrarse dentro de las ..funciones .. tipicas de las
mismas y que tienen un valor instrumental y necesario para
la consecución del fin 10ciaL Así, por elemplo, una cooperativa
da consumo habra de comprar los productos que vende a IUS
socios, y en detenninados _upuestos a terceros, y una coope­
rativa de producción habra de vender lo producido. Es una
actividad inherente a determinadas cooperativas el poder esta­
blecer. relaciones como las sefl.aladas, activida'Cl que realiza
exactamente igual que otra persona juridica. La competencia
material de la Comunidad respecto a las cooperativas no inci­
de directamente en estas relaciones, como Indica el represen­
tante del Gobi.erno Vasco al afirmar que no las contempla
la Ley de Cooperativtls impugnada. Se trata, en definitiva,
de actividades y relaciones instrumentales en las que la coo­
perattva actúa como cualquier' otra persona Jundico-privada,
en el ámbito territorial del Pais Vasco o fuera del mismo.

En conclusión, la Comunidad Autónoma del Pais Vasco tie­
ne competencia para regular por Ley las cooperativas que 11e­

'van 8' cabo su actividad locietarta típica en los términos ya
expuestos, dentro del territorio de la Comunidad, aun cuando
establezcan relaciones furfdicas o realicen actividadel de ca­
rlcter instrumental fUera del territorio de la misma.

5. En relación con la conclusión Ilnterior, y especialmente
con referencia a la actividad y relaciones Instrumentales que
las cooperativas sujetas a la Ley del Pais Vasco pueden llevar
a cabo fuer" del émbito territorial de la Comunidad, debemos
suscitar la cuestión, entre otras que podrian ser objeto de
examen, de en qué medida han de regirse por el Estatuto
personal de la cooperatl va o por el derecho de carácter te­
rritorial aplicable en ~l lugar de que se trate, si bien debe
hacerse _notar que como la Ley impugnada -e:orrectamente- no
regula tales actividades y relaciones externas, el problema Sé
circunscribe esencialmente .a los aspectos de capacidad y re­
presentación

Centrada así la cuestión, basta con señalar que para so--.
luctonar el problema. dl9 que ahora S8 trata habrá que partir
de lo dispuesto por la Constitución para los supuestos d8 con­
flictos de Leyes y, en consecuenCia, de la competencia exclu­
siva reserv8"ia al Estado por el artículo 149.1.8 de la misma
en cuanto a las, normas para resolver talel conflictos. Esta

. competencia exclusiva del Estado eS el aspecto que interesa
poner ahoT9. de relieve, dada su trascendencia pm'a valorar la
constitucionalidad de la disposición final primera de la Ley
impugnada, según veremos; si biE>n, con carácter complemen­

. tario parece oportuno aludir a que en tanto 'no se dicte une
Ley postconstltucional para solucionar esto,S posibles conflictos
habrá que tener también en cuenta lo dispuesto por el titulo
preliminar del Códigó Civil <arttculo 9, 11, en conexión con
el articulo 16), en cuanto a la aplicación de la Ley personal para
determlOar la C&facidad y representación de las personas ju­
rídicas,- qUe es e aspecto de mayor trascendencta ·al que nos
hemos referido.

6. LIIS ccnsideraciones anteriores nos permiten ya entrar
en el examen de la constituclOnahdad de Jos preceptos impug­
nados, comenzando por la dJsposición final primera, que dice
así: .

-La presente Ley se aplicara a 'todas las cooperati­
va"! con domicilio en la Comunidad 'Autónomll del
Pais Vasco, con independencta de Su ámbito .territo­
rial de actua-: lÓn._

El . problema que plantea, esta disposición es el de decidir
si otorga .una eficacia a 1& Ley 'que excede de la competenci8'
territorial en materia de coopera'tivas asumida por 1& Comu­
nidad Autónoma.

La aplicación de las ideas anteriores al supuesto planteado
nos conduce a 1... afinnación de que esta disposición es in­
constituciomi.l, Y8' que hemos de interpretar la expresión _con
independencia de su ámbito territorial de I!lCtuaciÓn.. en el sen­
tido de "actuación como tal cooperativa-, fues ésta es la
única interpretación que tiene sentido en e contexto de la
disposición y en el de la propia Léy•. que no regula -correc­
tamente- sino las rehrciones típicas de cooperación y que para
nada se refiere a las relaciones instrumentales con terceros
distintas a las anteriores" por lo que, como se observa ya con
claridad, la Ley extiende su ámbito territorial en materia de
cooperlltivas más allá del que corresponde a la competencia
de la Comunidad Autónoma, al regular cooperativas qUe pue­
den actuar como tales en las relaciones que vienen a configu­
rarlas como cooperativas en ámbito territorial superior al co­
munitaria; por lo que, en conclusión, vu.ln."3ra el artículo 20.6

del Estatuto ., -en oonex16n con el m1smo- el articulo HD"
de la Constitución.

Pero es que, ademAs, aunque no fuera así, aunque le re­
f~iera a las actividades '1 relacIones instrumentales, la di...
posición de que se trata seguirla siendo inconsUtuciomrl, porque
contendria una norma de solución de conf11cto con otras l.
yes (prevalencia de la Ley impugnada en función del criterio
del domicilio), cuando es 10 cierto que la competencia de dic­
tar normas para resolver los conflictos de Leyes se halla re­
servada al Estado con cará.cter ~xclusIvo por el articulo 149.1.8
de la Constitución, según hemos ya se:n.alado.

7. La solución a que hemos llegado en relaci.ón al ámbito te­
rritorial nos permite ya pasar al examen del articulo tercero
de 1& Ley de Cooperativas del País Vasco, que dice asf:

_La Cooperativa tendrá su domlctlio dentro del te­
rritorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco,
en el lugar donde realice preferentemente sus activi­
dades con sus socios CJ centrallce IU gestión admi·
nistrR'tiva y la dirección -empresarial,.-

En efecto, una vez delimitada la competencia territorial del
Pars Vasco en materia de cooperativas en el sentido de que
compTf'nde a las que realicen la totalidad de IU actividad
propiamente cooperativo en el ámbito territorial de la Comu
nidad, resulta claro que le disipa toda 1& preocupación n­
puesta por el Abogado del Estado en orden al alcance extra­
territorial de la opción qUe contempla este precepto, ya que
ta'nto la realización preferente de las actividades con IUI 10­
cios como la centralización de la gestión adminlstr.tiva y la
dirección empresarial, se desarrollarán dentro del territorio de
la Comunidad, conclusión esta que no ha sido puesta en duda
pOr la repre99ntación del Parlamento y del Gobierno Vasco.

Siendo esto asf, es claro que la competencia legislativa de la
comunidad en materia de cooperativas comprende, con carAc·
ter general, la de determinar el criterio con arreglo al cual
hl:r de fijarse el domictlto, sin Que puf>da aduclrse· que se pro­
duce en este caso cambio alguno en la Ley General de Coope­
rativas, que no puede calificarse en este punto como legisla­
ción mercantil, sino tan sólo el ejercicio de la competencia
asumida por la comunidad dentro de su ámbito. La Ley de
Cooperativas impugnada es la directamente aplicable en eate
punto, sin perjuicIo de que la legislación del Estado tenga valor
de derecho supletorio, de acuerdo con el artículo 149.3 de la
Constitución.

8. El tercer precepto impugnado en la Ley de Cooperativas
del País Vasco es el artículo 8.1, que dice asf:

..La Cooperativa quedaorá constituida y tendrá per­
sonalidad furídlca desde el momento en que se ins­
criba el acta de constitución de la inisma en el Re­
gistro de Cooperativas correspondiente. En el supu:5­
to de que se realizaran aportaciones de bienes In­
muebles se requerirá el otorgamiento de escritura
pública.-

El Abogado del Estado impugna la constltuetonalidad de
este precepto, por entender que desconoce el principio mer­
cantil de inscripción en ~l Registro Mercantil de las Soc:~a­
des, incluso aunque no tengan fin de lucro, y el de escritura­
ción como medio normal de acceso a los libros de Re.lOstro
(articulo 73 del Código de Comeretol, todo ello en 101 ténni-
nos reflejados en el antecedente 2, cl. _

Para detenninar si la tesis de la inconstituctonaltdad del
prec-epto debe o no ser acogida, hemos de partir de la com­
petencia de la Comunidad Autónoma para regular la cons­
titución de las cooperativas en forma distinta a como lo hace
la legislación general en dicha materia, siempre que se haga
de confonnidad con la legislación general de carácter mer­
cantil. tal y como preceptúa el artículo 10.23 del. Estatuto
Por lo que. en definitiva, para solucionar la cuestIón susci­
tada hemos de decidir en qué medida los dos principios adu­
cidos por el recurrente -escrituración pública e inscripción
en el Registro Mercantil- pueden incluirse en la legislación
general de carácter mercantil. ,

Dada la diversa entidad de uno y otro pnncipio, los exa­
minamos separadamente, comenzando por el relativo a la
inscripción en el Registro Mercantil. A nuestro juicio, tal y
como si deduce del criterio aplicado por la propia Constitu­
ción en materia de registros públicos (art. 149.1, 8.-), ..toda
la regulación del Registro Mercantil, que incluye la determi­
nación de los actos que han de tener acceso al mismo, es
de carácter mercantil, cuálquiera que .ea ·la, ley que la con
tenga y su denominación... Por lo que la Ley de Cooperativa!'
del País Vasco ha de respetar los supuestos en los que la
Ley General de Cooperativas de 19 de dicienbre de 1974, Y
su Reglarruento de 16 de noviembre de 1978, determinan qUf
ciertos actos han de tener acceso al Registro.

Sucede, sin embargo, qua. la nonnatlva general del Estad(
no contempla la inscripción en el Registro Mercantil como
constitutiva, ya que el articulo 41 de la Ley General de Coope­
rativas al tratar de la constitución de la cooperativa S8 re­
fiere a la toma de razón de la escritura púbHca. de constl·
tución en el Registr$. Mercanttl -con las salvedades y en lo~
términos que reglamentariamente se establezcan'" por lo qUE'
el artículo 72 del Reglamento ha rf:Ierido dicha toma de ra
zón a los supuestos en 'tue sea obligatoria la designación rif­
un Organo de Dirección, como sucede· de acuerdo con el ar-
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ticulo 47.2 del propio Reglamento en las cooperativas de 11m;;
bito nacional, en las cooperativas de crédito, en las de segundo
y ulterior grado. y en las de primer grado cuando el núm,ero
de BOcios o cifra de capital social superen en cade. clase los
límites que determina el precepto, límites qUe podrin ser
adecuados por el Ministerio de Trabajo a la evolucIón del
movimiento cooperáttvo y de la ecqDomia del país. Por ello,
a. la vista de dichos preceptos de la Ley Y del Reglamento. ha
de conc;luirse que la inscripción no es constitutiva, sino tan
sólo obltgatorta. en los casos en qUe la cooperattva por la lM'­

- porta~cia de su actividad requiere. a juicio del legislador, una.
publicidad de caré.cter mercantil.

De acuerdo con las 'consideraciones anteriores, debemos
afirmar qUe en los casos, que relaciona el mencione.do articu­
lo 47.2, en cuanto afecten a cooperativas incluidas en el ám~

bita de la competencia territorial de la Comunidad, deberá
efectuarse la tome. de razón en el Registro Mercantil. Esta con­
clusión no pennite afirmar, sin embargo, que el articulo 8 de
la Ley de las Cooperativas impugnado sea inconstitucional P?r
no ajustarse a la legislación genere.l de carácter .mercantll,
pues el mencionado artfculo se limita a regular el nacimiento
de la personalidad jurídica de la cooperativa, que, como he·
mos visto, es independiente de le. toma de razón en ~l Regis­
tro Mercantil, por lo qUe dicho precepto es compatIble con
la aplicación de la legislación mercan~il del E~tado en ~ate­
ria de Registro, que es de competencIa exclUSIva del mismo
(art. 149.1.6 de la Constitución).

Problema distinto es el relativo a la constancia o no en
escritura 'pública del acta de constitucfón de la cooperativa.
En efecto, debe se:f\alarse que si bien. de e.cu.erdo con el ar­
tículo 23 del Código de Comercio, la inscripción se ver1ficaré.
..por regla general-, en virtud de copias notariales de los do­
cumentos que presenta el interesado, el articulo 8 del Regla­
mento del Registro Mercantil precisa este criterio general en
el sentido de qUe -la inscripClóll se practicaré. en virtud de
escritura pública o de documento judicial o administrativo ex­
pedido por autoridad o funcionario competente-, pudiendo tam­
bién practlcarse en virtud de documento privado en los casos
expresamente prevenidos en las Leyes y en dicho Reglamento.

El examen de la legislación mercantil acredita, por tanto,
que el acceso al .Registro puede hacerse en virtud de escritura
pública o de documento administrativo expedido por autoridad
o funcionario competente. Y como en el O6SO que se contem~

p]s el acta de constitución ha de inscribirse Tlrectsamente en
el Registro dé Cooperativas, es claro que su acceso al Registro
Mercantil en 1011 casos en que proceda podré. efectuarse me·
diante la presentación de una certificación de su inscripción
en dicho Registro expedida por el funcionario· competente. LA.
no exigencia de es,critura pública -con ca.ré.cter general- nU
contradice asl la. legislación de carácter mercantil, por lo que.
la Comunide.d Autónoma ha actuado dentro· de su competen­
cia en materia de Cooperativas.

Problema distinto, que no es el aquf planteado, es el de
que si en algún supuesto. por aplicación de la legislación ge­
neral de caré.cter mercantil, debiera calificarse de Sociedad
mercantil algún tipo ck cooperativa. En este caso seria de
aplicación la legislación mercantil, que es competencia exc1w!iva
del Estado, de acuerdo con el articulo 149.1.8 de la Constitución,
y en consecuencia la constitución habría de efectuarse en escri­
tura. pública 8 inscribirse en el Registro Mércanttl. según pre­
ceptúa el articulo 119 del Código de Comercio.

'ALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,·
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA. CONSTITUCION
DE LA NACION ESPA&OLA.

Ha decidido:

1. Estimar en parte el recurso de inconstitucionalidad. y
a tal efecto acuerda:

a) Declarar la lnconstitucional1dad de la disposición fi­
nal primera de la Ley del Pafs Vasco 1/1982, de 11 de febre-
ro, sobre cooperativas. •

b) Declarar que el articulo 8.1 de la misma Ley no es tn­
constitucional siempre que se Interprete con el alcance ex­
puesto en el último fundamento lu~dico de esta sentencia.

2. Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publ1quese en el -Boletín OneJal del Estado_.

Madrid, 29 de julio de 1983.-Firmado: Manuel Garc1a·Pelayo
y Alonso.-JeTÓnimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segu­
ra.-Manuel Diez de Velasco Vallelo.-Francisco Rubio Lloren­
te,-Glorla Begué Cant6n.-Luis Diez Picazo.-Franctsco Tomás
y Valiente.-Rafael Gómez-FelT6r Morant.-Anael Escudero del
Corral.-Antonio Truyol 5erra.-Francisco Pera Verdaguer.­
(Rubricados.)

Voto disidenté en el recurso ds inconstitucionalidad 21)1/82
de los Magistrados don Luis Diez-Picaza y Ponce de León y -don

FrancisCO" Rubio Llorente ..

1. El Centro de gravedad de la sentencia de qUe diseñti­
mas se encuentra_ en la interpretación qUe lleva a 0000 del
párrafo 6.° del articulo 20 del Estatuto de Autonomía de la
Comunidad Autónoma del País _Vasco, en la que se establece
una referencia al ámbito territorial de las competencias que
en el Estatuto se contienen. El precepto citado contiene la sal­
vedad de que, pueda existir -disposición expresa en contrario-o
La sentencia considera que esta. disposición expresa en contra­
rio tlene que encontrarse en la Cónstitución, en el Este.tuto o
en las leyes delimitadoras de la competencia dentro del marco
de la Constitución, y llega a la conclusión de que dentro de
ese bloque no existe. Además, observa la existencia de otras
normas de· distinta contexture. (por ejemplo, en materia de
fundaciones o de asociadones), y ello le permite establecer un
argumento a contrario sensu.

A nuestro juicio, esta fundamentación es insuficiente. El
argumento a contrario sensu por si solo carece de validez.
Tiene importancia; a nuestro modo de ver. en cambio, ladife­
rencia entre las competencias. entendidas como conjuntos con­
cretos de ¡oderes y de funciones cuya titularidad ostenta· la
Comunida Autónoma y los actos producidos en el ejercicio de
tales ~competencias. Esta diferencía es especialmente impor­
oonte en el caso de que estos actos consistan en la creación
de normas juridicas, porque la cOI¡lpet~ncia de cuya ejercicio
resultan es lUl poder de producción de derecho. En este sen~
tido - no debe olvidarse qUe el articulo 21 del Estatuto del
País Vasco habla precisamente de un -derecho.. emanado del
País Vasco. Pues bien: asf como las" competencias y su eler­
cicio, tienen una referencia territorial expresa, no puede ocu­
rrir lo mismo en modo alguno con el derecho y con las nor­
mas emanadas de tales competencias. Constituye un error
pensar que las normas emanadas de las Comunidades Autó­
nomas son normas de efectos en el espacío estrictamente terri­
toriales'. En -el artículo 149.1.8 de la Constitución hay una refe­
rencia clara a las -normas para resolver los conflictos de
leyes... qUe no son sólo las que constituyen el llamado Derecho
internacional prlvado. que resuelve la colisión entre las leyes
españolas y las leyes extranjeras. sino también las constitu­
tivas del Derecho interregional, que resuelve los conflictos en­
tre las düerentes leyes que se integran en el ordenamiento
jurídico nacional español, entendido en el sentido global. Por
esto creemos que para ~eterminar los efectos de una ley del
Pais Vasco sobre cooperativas hay que acudir a esas normas
de Derecho Interregional, que en el actual Derecho. positivo
espanol se encuentran en el título prelLminar del Código Civil.

La inconstitucionalidad posible de, la disposición final de la
Ley vasca de, Cooperativas no se produce, por ello. en un sen­
tido material o atendiendo a su contenido. Entendida como
lo que efectivamente es, es decir, no una norma de compe­
tencia. sino una norma de colisión. podría tal vez sostenerse
su inconstitucionalidad formal, en la medida en que el esta­
blecimiento de las normas sobre el conflicto de leyes es com-'
petencia del. Estado y del sistema general del Derecho interregio~
nal, sin que ninguna Comunidad Autónoma pueda modificarlo,
otorgando a sus leyes un ámbito de aplicación distinta del que
resulta de dicho sistema pero si la. ley regional aplica correcta-.
mente el sistema establecido por la ley estatal, tampoco esa
inconstituctonalidad meramente formal se sigue de modo ne--
sario. .

2. Por otra parte. consideramos que no se ha profundizado
debidamente en la idea de 16 posible regionalidad (?) de las
personas jurídicas. en el ordenamiento jurídico resultante de
la Constitución. En la Ley que aprobó la: Compilación del De-­
racho Foral de Navarra en 1973 se admitió la posible consi­
deración de una persona Jurídica como titular de la condi·
ción foral navarra, El articulo 9.11 del Código Civil dice que
la ley personal correspondiente a la pe_raona juridica es la
determinada por su nacionalidad- y regirá en todo lo relativo
e. capacidad. constitución. representación, funcionamiento, trana·
formación, disolución y extinción. Y como el articulo 9.11
~s aplicable según el artículo 16 del mismo Código para resol­
ver los conflictos de leyes que puedan surgir por la coexis­
tencia. de distintas legislaciones en el territorio nacional. no
resulta dificil entender que la ley correspondiente a las per­
sontls jurídicas es la. determinada por su condición regional.
Es verdad que el articulo 16 del Código Civil tabla dé coexis­
tencia de distintas legislaciones civiles. Obedece ello, como
es sabido, a que en el momento de dictarse. el pluralismo
jurídico existente en España era exclusivamente el de orden
civil, 10 que no impide la aplicación de las mJsmas nonnas a
los conflictos detenninados por la coexistencia de legislacio­
nes de otro orden, dado que el sistema de Derecho interregio­
nal qU& allí se encuentra es el único existente en el Derecho
español, prescindiendo del carácter común que se pudiera
atribuir al Código Civil.

Madrid, 29 de julio de 198a.-Firmado: Luis Diez Picazo y
Ponce de León.~Francisco Rubio Llorente.-<Rubricados.l


